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TttUI0 SENTEN ESTHER PEREZ HERNANEZ

PROCU RADOR

NOTIFICACIO,N
09/01/2015

JUZGADO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NUMERO 3

DE ALICANTE
Calle Pardo Gimeno, 43, 4 Planta. Alicante. TI: 965 936 112/13/14; Fax: 965936171

DERECHOS FUNDAMENTALES - 000415/2014

Demandante: MAYRA BEDMAR ROJO Demandada: AYUNTAMIENTO DE ALFAZ DEL

Abogado: MARCOS SÁNCHEZ ADSUAR, Avenida Pl

DE MADRID N° 6-3° B, CREVILLENTE Abogado:

Procurador: Procurador: ESTIIER PEREZ ITERNANDEZ

PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA LA PROTECCCIÓN DE LOS DERECHOS

FUNDAMENTALES DE LA PERSONA N° 415/2014.

EL ILMO. SR. D. JOSÉ M A. MAGÁN PERALES, MAGISTRADO TITULAR DEL

JUZGADO DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO N° 3 DE ALICANTE,

En nombre de Su Majestad,

D. Felipe VI de Borbón y Grecia, Rey de España,

Ha pronunciado la presente SENTENCIA n° 5/2015.

En la Ciudad de Alicante, a 5 de enero de 2015.

VISTOSIos presentes autos de Procedimiento Ordinario (PROCEDIMIENTO

ESPECIAL PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE

LA PERSONA-AMPARO JUDIC1AL) seguidos bajo el númerode orden arriba

reseñadodel presente Recurso Contencioso-Administrativo, en materia de

DERECHO DE ACCESO A ARCHIVOS Y DOCUMENTOS en el cual:



Ha sido PARTE ACTORA:doña MAYRA BEDMAR ROJO (en su condición de
Concejal del Partido Popular en el Ayuntamientode Alfaz del Pi); parte procesal que
ha estado representada, y ha actuado bajo la dirección letrada de D. Marcos
Sánchez Adsuar.

Ha sido PARTE DEMANDADA: El Excmo. AYUNTAMIENTO DE ALFAZ DEL
PI (provincia de Alicante), Corporación Local que ha estado representada por la
Procuradora de los Tribunales D. Esther Pérez Hernández y dirigida por el Letrado
Consistorial.

Ha sido asimismo parte de intervención preceptiva el MINISTERIO FISCAL,
por tratarse de un procedimiento especial en materia de de Derechos
Fundamentales.

La CUANTÍAdeI presente recurso contencioso-administrativo se fijó, a efectos
procesales, como INDETERMINADA.

Los presentes Autos constan de 1 (UN) Tomo debidamente foliado.

1. ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-Por la representación procesal de la parte actora se presentó en
tiempo y forma ante el Decanato de los Juzgados de Alicante-capital en fecha 22 de
julio de 2014 dentro del plazo establecido en el artículo 115 de la Ley Reguladora,
ESCRITO DE INTERPOSICION DEL RECURSOEspecial en materia de Derechos
Fundamentales contra la actividad administrativa mencionada “ut supra dictum es!”
en el encabezamiento de esta sentencia. Por turno de reparto, correspondió el
conocimeinto del asunto a este Juzgado.

Por Diligencia de Ordenación de la litre. Sra. Secretario Judicial de este
Juzgado de fecha 25 de julio de 2014 se decidió haber lugar a la tramitación del
presente procedimiento por el trámite del Procedimiento Especial para la Protección
de los Derechos Fundamentales de la persona previsto en el Título V de la Ley
Reguladora de esta Jurisdicción (artículos 114 a 122 de la misma).

SEGUNDO.- Seguidos los trámites prevenidos por la Ley Reguladora, y una
vez reclamado el expediente administrativo de la Administración autora del mismo
(en los plazos marcados por el artículo 116 de la Ley Reguladora), y tras los trámites
del procedimiento especial regulados en el artículo 117, se emplazó a la parte actora
para que formalizara la DEMANDA dentro del plazo improrrogable marcado por el
artículo 118 de la Ley Reguladora, lo que se verificó mediante escrito aportado por
su representación procesal en fecha 27 de agosto de 2014 en el cual, y tras señalar
los hechos y alegatos jurídicos, que entendió resultaban aplicables a su pretensión,



terminó suplicando del Juzgado se dictase Sentencia mediante la cual se estimase

el Recurso contencioso-administrativo interpuesto y en consecuencia, se declarase

la lesión del derecho Fundamental alegado.

TERCERO.-Por Diligencia de Ordenación de la litre. Sra. Secretario Judicial

de este Juzgado, se dio traslado de la demanda al Ministerio Fiscal y a la

Administración para que presentasen sus alegaciones.

Por el Ministerio Fiscal se presentó escrito firmado en fecha 2 de septiembre

de 2014, en el que procedió a contestar a la demanda.

Por el Letrado de la Administración pública se presentó escrito en fecha 10 de

septiembre de 2014, en el cual, tras realizar las alegaciones que estimó pertinentes

terminó solicitando se dictase sentencia en la que se desestimase el recurso

contencioso-administrativo interpuesto, y se confirmase la actuación impugnada en

todas sus partes.

CUARTO.-Por Auto del Juzgado de fecha 15 de septiembre de 2014 se

acordó recibir el procedimiento a PRUEBA. A continuación se procedió a practicar la

prueba propuesta por las partes, que resultó admitida, formándose al efecto los

correspondientes ramos separados de cada uno de los litigantes, que constan

unidos a la causa, con el resultado que obra en autos, y que oportunamente se

valorará.

Por Diligencia de Ordenación se declaró concluso el período de práctica de

prueba, y se dio plazo a las partes para que formularan escrito de CONCLUSIONES

sucintas. La parte actora presentó su escrito de conclusiones en fecha 24 de

noviembre de 2014. El Ministerio Fiscal presentó sus conclusiones en fecha 4 de

diciembre de 2014. Y finalmente, el Ayuntamientodemandado presentó sus

conclusiones en fecha 9 de diciembre de 2014.

Finalmente, por Providencia de fecha 10 de diciembre de 2014 se declaró el

pleito concluso para sentencia.

CUARTO.-La LENGUA ORIGINAL en la que esta Resolución se ha concebido

y redactado ha sido íntegramente el castellano, sin perjuicio de que cualquiera de las

partes litigantes puedan solicitar la correspondiente traducción al valenciano. Los

efectos de la presente sentencia se computarán, en todo caso, desde la notificación

del original dictado en lengua castellana.

QUINTO.- En la tramitación del presente Recurso se han observado y

cumplido todas las prescripciones legales, excepto el plazo para dictar sentencia

previsto en el art. 67.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la

Jurisdicción Contencioso-Administrativa, por acumulación de asuntos en la misma

situación procesal anteriores en el tiempo al que nos ocupa, que han sido resueltos



por riguroso orden de antigüedad, habiéndose dado, no obstante, preferencia a esteprocedimiento respecto a otros procedimientos ordinarios, dado su carácter especial.

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.-En el presente Procedimiento Especial en materia de DerechosFundamentales se ¡mpugna y somete a control judicial de este Juzgado la siguienteACTUAC ION ADMINISTRATIVA:

-Las 2 comunicaciones de fechas 3 y 9 de julio de 2014, firmadaselectrónicamente por el Concejal del Ayuntamiento de Alfaz del Pi, Sr. D. AntoniSuch Arqués, en las cuales se notifica a la parte actora que no procede facilitar lainformación solicitada por la misma en fecha 18 de junio de 2014. En concreto, setrata de documentación referente a la solicitud realizada por un 3° ante elAyuntamientoen fecha 18 de junio de 2014 paralización de estructura de todos ymesas en el Pub “Sprint” de la localidad de Alfaz del Pi; y la negativa a expedircertificación acreditativa del silencio administrativo respecto a dicha solicitud.

Los actos administrativos impugnados constan aportados por la parte actora(Documento n° 2 de la demanda) y obran también del expediente administrativo. Porla parte actora se alega la vulneración del derecho fundamental cdeontemplado en elartículo 23 de la Constitución española (derecho a participar en los asuntospúblicos). Aunque se señale con carácter genérico el artículo 23, realmente se estáhaciendo referencia por la parte actora al apartado primero de este artículo, y no al2° (referido al acceso en condiciones de igualdada puestos de la Administraciónpública).

SEGUNDO.-EI ámbito al que se ciñe este proceso especial es a constatar siha existido o no vulneración del/de los Derecho/s Fundamental/es de la parterecurrente, procediendo en su caso conforme a lo que dispone la Ley 29/1998, de 13de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Por ello, esteprocedimiento tiene un objeto estrictamente limitado a la constatación, en primerlugar, o no de una vulneración de Derechos Fundamentales de la persona.

Por este Juzgado no se desconoce el hecho de haberse dictado la Sentencian° 470/2014, de 3 de diciembre, del JCAI de Alicante (dictada en elprocedimiento de DDFF n° 399/2014), donde se discute (aunque por otro litigante),la misma cuestión en materia de acceso y obtención de copias de documentaciónpública. Este Juzgado (ya lo adelantamos) hace plenamente suyas todas lasconsideraciones realizadas en la citada sentencia, y que consta aportada por una delas partes junto a sus conclusiones.

TERCERO.- Como Señala la Sentencia n° 47012014, de 3 de diciembre, delJCAI de Alicante, no resulta ocioso recordar el limitado carácter del enjuiciamientode un proceso especial como el que nos ocupa. Por la parte recurrente se haacudido no al cauce de revisión ordinario, sino un proceso configurado por la



Leycomo especial, y que tiene como ventajas procedimentales la reducción de

plazos, todo ello justificado por el carécter privilegiado que el ordenamiento jurídico

otorga a la protección de los derechos fundamentales. De tal suerte, que como se

señala en la Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de septiembre de 2011, “el

cumplimiento de los requisitos procesales que confieren viabilidad a este procedimiento especial debe

ser examinado por los tribunales con especial rigor, al tratarse de un proceso especialmente ligado al

interés público; y por ello, el artículo 117 de la LJCA prevé un incidente que puede derivar en la

inadmisión inicial de dicho procedimiento especial y que consiste, en palabras del TC (STO 143/2003,

de 14 de julio), en “una suerte de antesala, tamiz previo o antejuicio sobre la inadmisión de tal clase

de procedimiento” a fin de evitar el abuso de su utilización. Como ha señalado reiteradamente el

Tribunal Constitucional, la limitación del objeto de este procedimiento especial

contencioso-administrativo hace que “sea inadecuado para tramitar pretensiones que no tengan

relación con los derechos fundamentales que se recogen en el artículo 53.2 de la Constitución. Lo

que determina que no pueda admitirse, en efecto, la existencia de una facultad del ciudadano para

disponer del proceso especial sin más que la mera invocación de un derecho fundamental (...)“, de

modo que “cuando el recurrente en vía contencioso administrativa acude al procedimiento especial,

apartándose de modo manifiesto, claro e y razonado de la vía ordinaria, por sostener que existe una

lesión de Derechos Fundamentales, cuando prima facie, puede afirmarse sin duda alguna, que el acto

impugnado no ha repercutido en el ámbito de los Derechos Fundamentales alegados, la

consecuencia debe ser la inadmisión del recurso”.

En relación a los requisitos formales que han de ser cumplidos para que

pueda ser utilizado el procedimiento especial para la protección jurisdiccional de los

Derechos Fundamentales de la persona y a los poderes de que dispone el

correspondiente órgano jurisdiccional para decidir si la elección de tal procedimiento

especial se ha realizado o no de manera correcta, en aras de evitar “ab initio” una

indebida o fraudulenta utilización de dicho instrumento procesal, tiene señalado el

Tribuna! Supremo en sus sentencias de 15 de febrero y 15 de octubre de 2010

(dictadas en los recursos 1608/2007 y 1071/2008, respectivamente), así como la

STS de 19 de septiembre de 2011 que: “el núcleo de esta doctrina se puede sintetizar en la

necesidad de que, ya en el escrito de interposición del recurso contencioso-administrativo, y a los

efectos de una primera constatación de la viabilidad del cauce procesal especial utilizado, se han de

definir los elementos que permitan comprobar que la pretensión procesal es ejercitada en relación a

los que se considera infringen el derecho fundamental cuya tutela se postula a través del proceso.

Y esa exigencia formal habrá de considerarse cumplida cuando la fundamentación de la

pretensión incluya estos elementos: la indicación del derecho fundamental (uno o varios) cuya tutela

se reclama; la identificación del acto que se considere causante de la infracción de aquel derecho; y,

aunque sea mínimamente, una exposición de las razones y circunstancias por las que se entiende

que el concreto acto que se impugna tiene virtualidad para lesionar de manera directa uno o varios

derechos fundamentales. Por lo que hace este último elemento, debe añadirse que habrá de

considerarse que concurre debidamente cuando el escrito de interposición incluya lo siguiente:

a) una interpretación sobre el alcance de los concretos derechos fundamentales invocados

que, en principio, no resulte claramente desacertada o abiertamente contraria la doctrina

jurisprudencial existente sobre ellos; y

b) una descripción fáctica sobre las concretas circunstancias y datos de hecho que la parte

recurrente haya tomado en consideración para considerar que se ha producido individualmente para

ella la violación de esos singulares Derechos Fundamentales cuya protección reclama”.

CUARTO.- Si examinamos el derecho fundamental del artículo 23.1 CE, el

mismo establece que “Los ciudadanos tienen derecho participar en los asuntos públicos,

directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por

sufragio universal”, precepto cuya aplicación incluye sin ningún género de dudas a los



concejales en cuanto miembros de la corporación local; por lo que de acuerdo con elartículo 140 CE “(...) serán elegidos por los vecinos del municipio mediante sufragio universaligual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la Ley”, artículo Este que confía elgobierno y administraciones de los municipios a los ayuntamientos, integrados por elalcalde y los concejales.

Como se declare en la STS de 5 de mayo de 2005 (que cita la STC de 25 denoviembre de 2001):

“a) el derecho fundamental reconocido en el artículo 23 CE es un derecho de configuraciónlegal, correspondiendo a la Leyordenar los derechos y facultades que corresponden los distintoscargos y funciones públicas pasando aquellos, en virtud de su creación legal a quedar integrados elestatus propio de cada cargo, con la consecuencia de que podrán sus titulares defender, al amparodel artículo 23.2 CE el ‘ius in officium” que consideren ilegítimamente constreñido.
b) el citado derecho constitucional garantiza no sólo el acceso igualitario a las funciones ycargos públicos, sino también a mantenerse en ellos sin perturbaciones ilegítimas ya que no se lesimpida desempeñarlos de conformidad con lo que la Leydisponga.

c) la norma contenida en el artículo 23.1 resulta inseparable de la del artículo 23.2 cuandoconcierne a parlamentarios (o miembros selectivos de las entidades locales) en defensa del ejerciciode sus funciones, ya que ello comporta también el derecho mismo de los ciudadanos a participar, através de la institución de ¡a representación, en los asuntos públicos”.

Por otro lado, conforme a una reiterada jurisprudencia (sirva como ejemplo lasSSTS de 19 de julio de 1989; 5 de mayo de 1995; 21 de abril de 1997; 13 de febrerode 1998; 27 de junio de 2003, entre otras muchas): “el derecho de información contenidaen el artículo 23.2 de la CE no incluye, como contenido propio del derecho fundamental a la obtenciónde fotocopias”. Y así, en ya citada la STS de 13 de febrero de 1998, que recoge la de21 de abril de 1997, se dice que: “Es (...) el acceso a la información para el ejercicio de lafunción de concejales, lo que cubre el artículo 14 del ROE, no así el derecho a la obtención de copias,debiéndose destacar que esa que el derecho de acceso directo a la información el que se integra enel artículo 23 CE, no así el de obtener copias de documentos”. Asimismo, tampoco forma partedel derecho, según señala la STS de 27 de junio de 2003 “el no poner a disposición delgrupo recurrente el expediente solicitado en un lugar o dependencia y en un momento determinados”.

QUINTO.- En lo que se refiere al caso analizado en el asunto que nos ocupa,debemos pronunciarnos en primer lugar sobre la cuestión de inadmisibilidad delrecurso formulada por el Ayuntamientoen su contestación a la demanda. Enconcreto, se señala la inadecuación del procedimiento por cuanto la obtención decopias de documentos no forma parte del derecho fundamental del artículo 23 CE.
Esta afirmación queda corroborada con lo ya señalado en el FundamentoJurídico anterior. Tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Constitucional, a lahora de interpretar el Derecho Fundamental del artículo 23 CE, han tenido ocasiónde señalar que el derecho a la obtención de copias no forma parte del derechofundamental protegido por el artículo 23 CE. Sin embargo, ello no constituye unacausa de inadmisibilidad que impide entrar a conocer del fondo del asunto, ya que lapetición realizada por la parte actora no solamente comprendía el derecho a obtenercopias, sino también a acceder a la información solicitada, cuestión ésta que si entrade pleno en el ámbito del derecho fundamental contemplado en el artículo 23 CE, loque supone rechazar la causa de inadmisibilidad y entrar a conocer del fondo delasunto.



es exactamente la función del Orden jurisdiccional contencioso-administrativo. Por

último, el art. 70.1 de la Ley Reguladora dispone única y literalmente que: “la sentencia

desestima del recurso cuando se ajusten a Derecho la disposición, acto o actuación impugnados”.

Sin necesidad de que deba añadirse nada más al fallo.

NOVENO.-En materia de COSTAS, rige en la Jurisdicción

contencioso-administrativa como regla general aplicable a la primera instancia

contenciosa el criterio objetivo del vencimiento, por lo que procede imponer

expresamente las costas causadas a la parte recurrente.

Asimismo, y a efectos de RECURSO, procede dar al presente procedimiento

recurso de apelación en un sólo efecto, por así disponerlo expresamente la artículo

121.3 de la Ley Reguladora.

Vistos los artículos citados, sus concordantes y demás de general y pertinente

aplicación, así como la Jurisprudencia, desde el más absoluto sometimiento al

Imperio de la Ley, y desde la independencia que supone mi pertenencia al Poder

Judicial:

III. FALLO:

1°) DESESTIMAR íntegramente el recurso Contencioso-Administrativo

especial en materia de Derechos Fundamentales contra la actuación administrativa

descrita en el Fundamento Jurídico 1° de esta Resolución.

2°) DECLARAR expresamente que la actuación administrativa impugnada no

ha vulnerado el Derecho Fundamental de la parte actora invocado en este

procedimiento especial de amparo judicial.

3°) Procede realizar EXPRESA IMPOSICIÓN DE LAS COSTAS causadas en

esta instancia, que deberán ser soportadas por la parte actora.

Notifíquese esta sentencia a las partes, informándolas que la presente

resolución no es firme y que contra la misma cabe interponer recurso de

apelaciónen un solo efecto; ante este mismo Juzgado, para su elevación y, en su

caso, resolución por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior

de Justicia en la Comunidad Autónoma. Recurso que, en su caso, habrá de

interponerse en el plazo de QUINCE (15) días; en cuyo caso será preceptivo a tal fin

consignar como depósito legal para recurrir, al tiempo de interponer el recurso, la

cantidad de 50,00 € (CINCUENTA Euros) en la Cuenta de Depósitos y



Consignaciones abierta en Banesto (hoy, Banco de Santander) a nombre de esteJuzgado, de conformidad con laDisposición Adicional 15, apartado 4°, de la LOPJ6/1985 (añadida por Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, complementaria de lareforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva oficina judicial),salvo que concurra alguno de los supuestos de exclusión “ad personam” previstosen el apartado 5°de dicha disposición adicional.

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.
EL MAGISTRADO TITULAR

PUBLICACIÓN.- Dada, leída y publicada que fue la anterior resolución por elIlmo. Sr. Magistrado-Juez titular que la suscribe, estando el mismo celebrandoaudiencia pública en el día de su fecha, doy fe.



SEXTOS-Debemos a continuación fijar los hechos respecto de los cuales la
parte actora señala que existido vulneración del derecho fundamental. En fecha 18
de junio de 2014 la parte actora solicitó el acceso, la consulta y, en su caso, copia,
de los siguientes documentos:

-expediente administrativo relativo a la solicitud de instalación de una
estructura con toldos, mesas y sillas tramitado ante el Ayuntamientopor el
representante legal del Pub Sprint, situado en la avenida del Albir, n° 88, de Alfaz del
Pi. Y en caso de que hubiera sido concebida, copia de la licencia de ocupación de la
vía pública otorgará dicho establecimiento.

-También se solicitó copia de la Ordenanza reguladora de “terrenos de uso
público local y ocupación de vuelo con finalidad lucrativa” del Ayuntamientode Alfaz
del Pi.

Con fecha 1 de julio de 2014 la parte actora presentó en el registro de entrada
del Ayuntamientorequerimiento de inactividad administrativa, con carácter previo a
presentar el recurso contencioso-administrativo (páginas 4 y 5 del expediente
administrativo).

Por parte del Concejal don Antonio Such Arquesse dictaron 2 resoluciones
(que constituyen los actos administrativos objeto de impugnación; páginas 3 y 6 del
expediente administrativo).

la) La primera de las resoluciones, de fecha 1 de julio de 2014, fue notificada
al día siguiente al funcionario municipal adscrito al Grupo Municipal del Partido
Popular D. José Antonio García Madrid; en la misma se manifiesta que no se accede
a lo solicitado, remitiendo la solicitante al Departamento correspondiente, el cual
citaría la solicitante para facilitar la información solicitada cuando lo permitiese las
necesidades del departamento.

2) La segunda resolución, de fecha 2 de julio de 2014, notificada el 4 de julio
de 2014, también al funcionario municipal adscrito al Grupo Municipal del Partido
Popular D. José Antonio García Madrid; se remite a la Resolución dictada en fecha 1
de julio de 2014.

La parte actora se personó las dependencias del Ayuntamientopara solicitar
verbalmente el acceso a la documentación solicitada en fecha 18 de junio de 2014, y
ante la negativa de los funcionarios municipales a entregarle dicha documentación,
solicitó en fecha 8 de julio de 2014 la certificación de acto presunto respecto de la
solicitud formulada en fecha 18 de junio de 2014. elIo dio lugar a una nueva
Resolución del concejal don Antonio Such Arques, de fecha 9 de julio de 2014,
remitiéndose nuevamente a lo resuelto en la resolución de uno de julio de 2014
(página 9 expediente).

La subsunción de los hechos a la doctrina jurisprudencial ya señalada en los
anteriores fundamentos jurídicos nos lleva a concluir que en este supuesto concreto
no ha existido vulneración del Derecho Fundamental invocado. Y ello porque
formalmente, respecto al acceso, no ha habido una denegación del mismo, ya que la
Resolución del Concejal señalaba expresamente que se daría acceso a dicha
documentación cuando lo permitieran las necesidades del servicio; pero sin que ello



suponga una negativa formal. Y respecto a la obtención de copias, el derecho
fundamental no alcanza el derecho a obtener copias.

Por otra parte, señala el Ayuntamiento que la parte actora, aunque en
diferentes solicitudes, todas ellas provenientes del mismo Grupo Político Municipal,
ha realizado un ejercicio abusivo de este derecho, consistente en realizar numerosas
peticiones de información de otros procedimientos en curso. Al respecto conviene
recordar que es un criterio legal positivizado, y proveniente del Derecho romano
(damnun facit qui iure suo utilitor) el que la Ley no ampara el ejercicio abusivo del
derecho o el uso antisocial del mismo (art. 7.2 del Código Civil estatal de 1889 (Real
Decreto de 24 de julio de 1889), precepto que resulta también aplicable incluso si el
derecho ejercitado es un Derecho Fundamental.

Por último, la “certificación acreditativa del silencio administrativo” que señala
la parte actora y denuncia que no le ha sido expedida, está relegada al art. 43.5 ‘rin

fine” de la Ley estatal estatal 30/1 992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, no siendo
necesaria ni obligatoria su solicitud, precisamente por constituir un sucedáneo de la
antigua rrdenuncia de mora” de la LPA de 1958.

SÉPTIMO.- La VALORACIÓN DE LA PRUEBA propuesta y admitida en su
momento en este procedimiento no desvirtúa cuando acabamos de decir. Si nos
atenemos a lo señalado en fase de prueba por el técnico informático, la información
solicitada ha estado disposición para consulta y visualización por parte de cualquier
concejal de la Corporación local (incluida la parte recurrente). Por esta razón, y en el
mismo sentido que ya ha resuelto la Sentencia n° 470/2014, de 3 de diciembre, del
JCAI de Alicante, se impone la desestimación de la demanda, por no haber existido
en el supuesto que nos ocupa de inactividad de la Administración (como se sostenía
por la parte recurrente), ni apreciaciarse obstaculización al derecho de información
de la recurrente.

OCTAVO.-Por todo lo anterior procede la DESESTIMACIÓN íntegra del
presente Recurso Contencioso-Administrativo, por no estimarse la existencia de
vulneración alguna del Ordenamiento Jurídico, y en definitiva por ser por ser en el
presente caso conforme a Derecho la actuación administrativa recurrida, según los
concretos motivos impugnados y a la vista de las pretensiones efectuadas.

Debemos precisar, aunque se trate de una cuestión formal y de hecho sea
muy frecuente encontrar otros pronunciamientos del Orden contencioso que sí lo
hacen, que cuando la sentencia es desestimatoria de lo solicitado por la parte
actora, no ha lugar a declarar en el fallo la confirmación de la resolución recurrida.
En puridad, la desestimación de un recurso deja las cosas como si el Juez o Tribunal
nunca hubieran intervenido en el mismo. Técnicamente, no es posible ni aconsejable
llevar la declaración de conformidad a Derecho del acto administrativo al fallo de la
sentencia; por cuanto dicha conformidad está únicamente limitada al objeto de la
discusión, a las concretas partes que han litigado en el recurso, y dentro de las
concretas alegaciones efectuadas por dichas partes. Pero podría darse el caso de
que el acto administrativo adoleciera de alguna otra irregularidad no advertida por la
parte actora (o no recurrida, por no afectarle), ni revisada de oficio por la propia
Administración, ni apreciada tampoco por el juez a efectos de fundamentar el
recurso ex art. 33 LJCA. Por ello, la declaración de conformidad a Derecho llevada al
fallo parecería dar al acto administrativo un “plus” de inatacabilidad, cuando ello no


